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Sala Segunda

Excmos .  S res .  :

Don Luis López Guerra

Don Eugenio Díaz Eimil

Don Alvaro Rodriguez Berei jo

Don José Gabaldón López

Don Jul io  D.  González Campos

Don Carles Viver i  Pi-Sunyer

Nr1m.  de  Reg is t ro :  7L /92

ASUNTO: Amparo promovido por

don José Rodrlguez Sáenz.

SOBRE: Contra la denegación,

por si lencio adminietrativo,

de la petición de Levantamien-

to de la suspensión cautelar

acordada por Ia Administ,ra-

c ión .

Presunt,a vulneración de los

a r t s .  23 .2  y  24 .2  C .E .

La Sala ha examinado 1a pieza separada de suspen-

sión del recurso de amparo interpuesto por don José Rodrlguez

Sáenz .

I. A}ITECEDENTES

l-. Por escrito presentado en este Tribunal en fecha 13 de

enero de L992, don Nicolás Alvarez del Real actuando en nombre

y representación de don José Rodriguez Sáenz, interpuso recur-

so de amparo contra la denegación administrativar por si lencio

administrativo, de su petición de levant,amiento de la medida

cautelar de suspensión de funciones, en su dla acordada por Ia

autoridad administrativa.

2.  La demanda se basar  €[  s fntes isren los s igu ient ,es he-

chos :

a) EI recurrente, funcionario del Ayunt,amiento de
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cijón, fue procesado por el Juzgado de Inst,rucción núm. 2 de

los de Gijón Io que determinó que, por Resol-ución de 1a Alcal-

día de 3L de oct,ubre de L989r s€ le suspendiese preventivamen-

te de aus funciones en tanto durase el procesamj-ento.

b)  La causa penal  fue fa l lada por  Sentencia de Ia

Audiencia Provincial de Oviedo, de 13 de mayo de 1991, conde-

nando aI recurrente como autor de un deli to de prost, i tución a

la pena de ocho meses de prisión menor, sesenta mil peset,as de

multa y seis años y un dfa de inhabil i tación especial para

cualquier acto de gestión o adrninistración relacionada con ba-

res y  establec imientos hote leros.  Esta Sentencia no es f i rme

por haber sido recurrida por el condenado ante eI Tribunal Su-

premo.

c ) Una vez recafda Sent,encia penal y puest,o que Ia

rnedida cautel-ar superaba el tiempo máximo de suspensión que

deberla cumplir en aLención a la pena impuesta, sol icitó de

l-a Administración el levanLamiento de 1a medida caut,elar acor-

dada en su dfa, y ante Ia denegación por si lencio administra-

t ivo acudió a Ia jurisdicción cont,encioso-administ,rat, iva por

e1 procedimiento prev is t ,o  en }a Ley 62/L978.

d) Por Sentencia de Ia Sala de 1o Contencioso-

Administrat, ivo del Tribunal Superior de Justicia de Asturias,

de L7 de d ic iembre de 1991r  s€ desest imó e1 recurso por  enten-

der que Ia medida caut,elar no vulneraba ninguno de 1os dere-

chos  fundamen ta les  i nvocados  (a r t .  23 .2  y  24 ,2  C .E .  )  a l  haber

sido acordada al amparo de lo dispuesto en e1 art,.  24 del Re-

g lamento de Régimen Disc ip l inar io  de Funcionar ios (R.D.

33 /1986 ,  l - 0  de  ene ro  de  1986 ) .

3.  La Sección Cuar ta (SaIa Segunda)  de este Tr ibunal r  i l€-

diante providencia de L4 de Septiembre de L992, acordó admitir

a trámite la demanda de amparo.
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4. Mediant,e providencia de fecha 19 de Noviembre de L992

se acordó formar 1a oportuna pieza separada para tramitar el

incidente de suspensión, concediendo a las partes personadas y

aI Ministerio Fiscal un plazo común de tres dfas para que for-

muLasen sus a legaciones sobre 1a suspensión instada.

5. El recurrente, en su escrito de fecha 27 de Noviembre

de L992,  so l ic i tó  la  suspensión de l -a  Resoluc ión admin is t , ra t , i -

va que denegó el levantamiento de La medida cautel-ar acordada.

El representante del Excmo. Ayuntamiento de Gijón, mediante

escr i to  de fecha 26 de noviembre de t992r  s€ opuso a Ia  sus-

pensión soLicitada por entender que la estimación de l-a pet, i-

ción de suspensión implicarla prejuzgar eI problema de fondo.

El Abogado del Estador €n su escrito de 27 de noviembre de

L992r  s€ opuso a Ia  suspensión so l ic i tada por  entender  que los

intereses genera les de la  Admin is t rac ión,  consis tentes en este

caso en el hecho de que un funcionario que ha sido condenado

por un deli t ,o de prosti tución no se incorpore al ejercicio de

su función, impiden que se acceda a la suspensión solicitadai

s in  eüe,  por  contra,  la  no suspensión entrañe per juc ios d is-

t, intos de la reintegración de los haberes económicos dejados

de percibir, gü€ por ser de contenido puramente económico son

resarc ib les.  Et  Min is ter io  F iscaL,  mediante escr i to  de fecha

27 de Noviembre de L992, sol icit ,ó la suspensión por entender

que Ia nedida preventiva acordada ya ha rebasado el tiempo de

la pena definit iva que se le ha i-mpuesto y, por lo tantor ro

debe mantenerse una medida preventiva que nada tiene ya que

prevenir, haciendo permanecer al interesado en una situación

de suspensión de funciones cuando no se encuentra justi f ica-

c ión jur fd ica a lguna para e l lo .
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rT. FI'NDAII{ENTOS JURIDICOS

L. Ante todo, conviene precisar que la Resolución

irnpugnada en eI presente recurso de amparo, cuya suspensión se

solicitar €s la denegación de la petición de l-evantamiento de

Ia medida cautelar de suspensión provisional de funcionee

acordada en su dfa por el Ayuntamiento de Gijón. Se impugna,

por tanto, eI mantenimiento de la medida cautelar como acto

administrativo dist into de aqué} que justi f icó Ia adopción de

ta1 rnedida. Por el lo, frente a 1o sost,enido por el Abogado del

Estado y por el Excmo. Ayuntamiento de Gijón, ninguna inciden-

cia t iene en eI presente supuesto la legalidad o i legalidad de

Ia resolución administrativa que acordó en su dfa la suspen-

sión cautelar, ni la impugnación de esta últ ina resolución es

condición indispensable para reintegrar aI funcionario a su

puesto de t rabajo,  s i  se accede a la  suspensión so l ic i tada.

2.  E l  ob jeto del  presente recurso,  y ,  por  t ,anto,  la  f ina-

l idad que con é1 se persiguer €s impedir que se siga mante-

niendo una medida cautelar que ha dejado de cumplir eL propó-

sito gue la motivó, y cuya persistencia atenta a los derechos

fundamentales del recurrente, fundando esa pretensión en una

apariencia de buen derecho, gu€ debe ponderarse al t iempo de

decidir la suspensión del acto objeto de recurso (ATC

77/L981-) ,  consis tente en que e l  t iempo de suspensión cumpl ido

supera sobradamente la pena impuesta por la Sentencia penal

recaída en e1 proceso jud ic ia t  seguido a l  e fecto,  y  gü€r  a l

haber sido apelada únicamente por el recurrente, no puede ser

agravada como consecuencia de la prohibición de reformatio in
peius. .

Es ev identer  €n atención a l  ob jeto deL recursor  gü€ eL

mant,enimiento de la medida cautelar incide direct,ament,e en la

vulneración del derecho fundamental a permanecer en el ejerci-

cio de la f unción prlbl ica ( art .  23 .2 C. E . ) invocado, de modo
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que la continuación de dicha suspensión prolonga en eL t iempo

Ia infracción constitucional denunciada, causando aI recurren-

te perjucios que trascienden de log meramente económicos, pues

se le  está pr ivando,  mientras tanto,  de la  pos ib i l idad de

ejercer 1a función prlbl ica con Jos derechos y prerrogativas

que e l lo  conl leva.  Por  eLlo Ia  suspensión se revelar  €n est ,e

caso, necesaria para evitar la prolongación de La vulneración

const i tuc ional  denunciada,  todo e l1o s in  per ju ic io  de la  reso-

Iución definit iva que pudiera adoptarse en el presente recur-

so .

Por contrar rro se aprecia que eI mantenimiento de la sus-

pensión se convierta en una exigencia ineludible si se quiere

evitar fa grave pert,urbación que para los intereses generales

de la Administración implica incorporar a su puesto de trabajo

a un funcionario que ha sido penalmente condenado por unos he-

chos que atentan al decoro moral que ha de presidir la conduc-

ta de todo servidor público; pues si bien es cierto que los

funcionarios prlbl icos en cuanto gestores de intereses qe-

neral"es deben cumplir unas ciertas condiciones de "probidad",
esta exigencia no puede desconectarse de la eanción que ante

un event,ual incumplimiento de tales deberes pudiera imponerse

aI funcionario, pues ni sirve para }egit, imar La adopción de

cualesquiera medidas,  r i  just i f ica su pro longación con to ta l

desconexión del tiempo máximo de cunplimiento de Ia sanción a

imponer o de las garantias y exigencias legalmente estableci-

das en favor de1 funcionario suspendido.

Por todo 1o expuesto Ia Sección acuerda que en

tanto se resuelva el presente recurso de amparo, procede ac-

ceder a la suspensión solicitada, reponiendo al recurrente don

José Rodríguez Sáenz en e1 desempeño de la plaza que venfa

ejerciendo como funcionario del Excmo. Ayuntamiento de Gijón.

Madrid, cat,orce de diciembre

novent,a y dos.

de ni l  novecientoe


